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Acta N° 573 de noviembre 2 de 2017
  



Procede la Sala a decidir la impugnación propuesta por la parte accionante contra la sentencia del 19 de septiembre último, proferida por el Juzgado Único Promiscuo del Circuito de Belén de Umbría, en esta acción de tutela que Martha Lucía Castro Medina, inició contra la Sociedad de Activos Especiales SAE SA, a la que fue vinculada la Fiscalía 21 de Extinción de Dominio con sede en Bogotá DC.
  



ANTECEDENTES
  



Acudió la demandante, por intermedio de apoderado judicial,  en procura de la protección de sus derechos fundamentales “a la propiedad, vida, mínimo vital, derechos de los menores”, que estima lesionados por la parte accionada.

  



Expuso, en resumen, que es propietaria de un inmueble ubicado en Belén de Umbría; es madre de dos hijos, uno menor de edad y el otro que adelanta estudios en el Instituto Politécnico de Medellín; su esposo se halla actualmente en detención intramural en la Cárcel Bellavista de la citada ciudad; no posee ingresos fijos, ni renta, ni propiedades diferentes a la vivienda de interés social donde reside, que resultó involucrada dentro de un proceso de extinción de dominio por las investigaciones que se siguen contra su cónyuge; no cuenta con ninguna posibilidad de pagar arriendo como se pretende con las notificaciones que le han hecho; es aún propietaria del bien y resulta un contrasentido jurídico, y en cierta forma un abuso del derecho, el que se le imponga esa carga. La imposición de la Fiscalía 21 de Extinción de Dominio, por intermedio de la Sociedad Activos Especiales SAE SA, como administradora del Fondo de Rehabilitación, Inversión Social y lucha contra el Crimen Organizado, FRISCO, resulta arbtiraria,
 



Pidió, por tanto, la protección de los derechos invocados y, por consiguiente, que se suspenda la solicitud de pago de arrendamiento para poder continuar en el inmueble del que es propietaria, y que la Sociedad de Activos Especiales, se abstenga de pretender el cobro de un arrendamiento o disponer un desalojo, cualquiera sea la acción legal que se adelante. Pidió, de igual manera, como medida provisional, la suspensión de cualquier acto tendiente a elaborar un contrato de arrendamiento o desalojo del bien.
 



Con la demanda, entre otros documentos, aportó copia del documento que le fue remitido por dicha entidad, contentivo de la invitación que se le hace, tendiente a normalizar su continuidad en el inmueble que ocupa (f. 9).

 



El Juzgado de primer grado, previo rechazo que por competencia efectuara el Juzgado Tercero Penal Municipal para Adolescentes con Función de Control de Garantía de esta ciudad, admitió el libelo frente a la Sociedad de Activos Especiales, a la vez que vinculó a la Fiscalía 21 de Extinción de Dominio y corrió traslado por el término de 3 días, y accedió a la medida provisional deprecada, en el sentido de que dicha entidad debería abstenerse de realizar cualquier trámite administrativo en relación con el bien que se presume de propiedad de la accionante, identificado con el folio de matrícula inmobiliaria número 293-19042 de la Oficina de Registro de Instrumentos Públicos de Belén de Umbría (Risaralda).

   



La Fiscalía Nacional Especializada de la Dirección de extinción del Derecho de Dominio, por intermedio del Fiscal 36, dio cuenta sobre el trámite de la acción iniciada y la materialización de una medida cautelar sobre el referido inmueble, en el que actúa como depositario la Sociedad de Activos Especiales SAE SA, conforme a lo establecido en el procedimiento de Extinción de Dominio, el que se encuentra en trámite de notificación a los afectados. Explicó el alcance legal de esa acción y precisó que carece de legitimación en la causa por pasiva, por cuanto no le corresponde resolver sobre las pretensiones de la actora en torno a la administración que sobre el bien ejerce aquella sociedad. 
  



Esta entidad, por intermedio de su Gerente de Asuntos Legales, también aludió a la falta de legitimación por cuanto acata órdenes judiciales en relación con los bienes dejados a su disposición; agregó que solo la jurisdicción especial de extinción de dominio tiene competencia para resolver sobre las cuestiones que se suscitan en torno a las acciones que adelanta. 




La Fiscalía 16 Especializada, en apoyo de la Fiscalía 21 E.D., aclaró que la investigación a la que alude este asunto cursa ante la Fiscalía 36 E.D.

  



Sobrevino la sentencia que dispuso “Denegar por improcedente la acción de tutela” y levantar la medida provisional.  Esto con apoyo en que la demandante debió agotar la vía gubernativa e incluso acudir a las jurisdicciones ordinaria y administrativa; además, como el asunto se encuentra en curso, puede efectuar allí las reclamaciones que estime convenientes respecto de las situaciones que puedan vulnerar de sus garantías. 
  



Esa resolución dejó inconforme a la interesada, quien la impugnó.
CONSIDERACIONES

  



La Constitución de 1991 instituyó la acción de tutela como un mecanismo breve y sumario mediante el cual toda persona puede conseguir de un juez la protección de sus derechos fundamentales, siempre que ellos estén siendo vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de una autoridad, o de un particular en determinados casos.
  



En el caso concreto, Martha Lucía Castro Medina, busca que se le ordene a la Sociedad de Activos Especiales SAE S.A. abstenerse de imponerle el pago de un arrendamiento respecto de la vivienda que ocupa, o que la desaloje de la misma por falta de ese pago, como quiera que carece de los medios necesarios para ello y se trata de su propiedad, involucrada dentro de un proceso de extinción de dominio que se sigue contra su esposo.
  



El Juzgado, resolvió “denegar por improcedente” el amparo, por cuanto la interesada, en últimas cuenta con otros medios de defensa judicial para hacer valer sus derechos.

  



Para comenzar, es oportuno aclarar que si bien con la citación que se hizo a la Fiscalía 21 Especializada de Extinción de Dominio de Bogotá DC, podría inferirse una falta de competencia para que el Juzgado de primer grado asumiera el conocimiento del asunto, siguiendo lo prevenido por el Decreto 1382 de 2000, aparece apenas como vinculada, pues la acción se dirige concretamente a prevenir las consecuencias de las imposiciones que pueda hacer la Sociedad de Activos Especiales SAE S.A., en calidad de administradora del bien que ocupa la demandante, función que deriva del artículo 90 de la Ley 1708 de 2014. Por lo demás, lo atinente a la competencia ningún reparo les mereció a los comparecientes, con lo cual , si se pensara que el juez carecía de ella, se prorrogó, como ha sido expuesto en múltiples ocasiones por la Corte Constitucional, como puede leerse en los autos A193-12 y 284-16, para citar solo dos. 
  



Ahora bien, al analizar el caso concreto, se tiene, a pesar de los argumentos en que se cimienta la demanda constitucional, con los cuales pretende que se ampare su derecho a la propiedad, el mínimo vital y los derechos de sus hijos, ninguna amenaza o lesión, por lo menos al momento de promoverse, se deducen de la actuación de la Sociedad Activos Especiales S.A.S. Lo que se afirma, por cuanto en el oficio F-RR1-062 del 23 de agosto de 2017 (f. 9, c. 1), la administradora exhortó a la accionante a que se acercara a sus oficinas, o se comunicara por vía telefónica o electrónica, para normalizar su continuidad en el inmueble que fue secuestrado por orden de la Fiscalía General. 
   



Eso y nada más; es decir, que no se puede anticipar que a la demandante se le impondrá el pago de una renta, porque son varias los mecanismos que la misma ley citada establece, en su artículo 92, para facilitar la administración de los bienes (enajenación, contratación, destinación provisional, depósito provisional, destrucción o chatarrización o donación entre entidades públicas). Es más, en el mentado oficio se le advierte que la sociedad se reserva el derecho de legalizar la permanencia a través de la suscripción de un contrato de arrendamiento, lo que no se traduce en que se haya fijado de antemano un valor específico, entre otras cosas, porque ningún contrato se ha celebrado. 

   



Dicho de otra manera, ante el requerimiento hecho a la demandante, en lugar de acudir para exponer ante la entidad su situación particular, a efectos de que esta pudiera escudriñarla en un escenario natural, se acude a esta especial protección que es subsidiaria, sin darle la oportunidad a la sociedad de pronunciarse, pues solo a partir de allí podría el juez constitucional intervenir para establecer si se le están vulnerando o no derechos fundamentales. 

  



Conviene señalar que la misma Ley 1708 precisa que en el trámite de la extinción de dominio, se considera como afectada a toda persona que alegue ser titular de derechos sobre alguno de los bienes que sean objeto de aquella (art. 30), lo que implica, para el caso concreto, que la señora Martha Lucía castro Medina tendría esa calidad, por cuanto figura en el certificado de tradición del inmueble (f. 19, c. 1) como propietaria. Y si ello es así, el artículo 13 de la misma normativa, modificado por el 3° de la Ley 1849 de 2017, enlista unos derechos de los afectados, entre ellas, tener acceso al proceso; conocer los hechos y fundamentos de la demanda; oponerse a ella; presentar, solicitar y participar en la práctica de pruebas; demostrar el origen legítimo de su patrimonio y de los bienes, así como la licitud de su destinación; acreditar que el bien no se encuentra en las causales de procedencia para la extinción de dominio; controvertir las pretensiones que se estén siendo valer en contra de  los bienes; realizar cualquier acto procesal en defensa de sus derechos. 
  



Y es claro, por los anexos que se aportan, que ninguna gestión ha realizado ante la dependencia que corresponde, para la defensa de sus derechos. 

  



En conclusión, a la fecha de presentación de esta demanda, ninguna trasgresión o amenaza de los derechos fundamentales que se invocan se desprende de la actuación de la Sociedad de Activos Especiales S.A.S. y, por ende, la protección ha debido simplemente negarse y no “denegarse por improcedente”, pues diferencia hay entre una y otra cosa. Con esta precisión, se confirmará el fallo. 
DECISIÓN

  



Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Civil Familia, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, CONFIRMA la sentencia dictada por el Juzgado Único Promiscuo del Circuito de Belén de Umbría, el 19 de septiembre de 2017, en esta acción de tutela que Martha Lucía Castro Medina inició contra la Sociedad de Activos Especiales SAE SA, en el sentido de NEGAR el amparo deprecado. 

Notifíquese esta decisión a los intervinientes por el medio más expedito y envíese a la Corte Constitucional para su eventual revisión. 
Los Magistrados,

  



JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO 

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS 


    DUBERNEY GRISALES HERRERA              

     Con salvamento de voto
2

